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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
INTERPRETACIÓN – Reglas de interpretación
El Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública no establece reglas especiales para la interpretación de los contratos estatales. Por remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, las Entidades Estatales deberán interpretar los contratos que suscriban según las reglas establecidas en los artículos 1618 a 1624 del Código Civil, atendiendo además el artículo 28 de la Ley 80. 
Estas reglas comprenden criterios objetivos, que privilegian la voluntad externa o declarada de las partes, y criterios subjetivos, dirigidos a encontrar la verdadera intención de los contratantes. Al respecto, el Consejo de Estado ha resaltado que el criterio subjetivo prima sobre el objetivo, de modo que un adecuado ejercicio hermenéutico debe empezar siempre por determinar cuál era la verdadera intención de las partes (communis intentio) a la que alude el artículo 1618 del Código Civil, y solo en caso de que esa labor resulte infructuosa aplicarán subsidiariamente las pautas objetivas de interpretación previstas en los artículos 1619, 1620, 1621, 1623 y 1624. A ello se suma el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas al cual se refiere el artículo 228 de la Constitución Política.
La aplicación de estas reglas deberá tener en cuenta las circunstancias concretas de cada caso, de manera que la entidad pueda optar por la interpretación que más se adecúe a la finalidad que persigue el contrato; y en caso de que el desacuerdo sobre el sentido persista, corresponde a los jueces de lo contencioso administrativo interpretar su alcance. Por tanto, excede la competencia de esta Agencia pronunciarse sobre la interpretación de la cláusula pactada en el contrato específico objeto de consulta.
INTERMEDIACIÓN DE SEGUROS – Naturaleza jurídica – Normativa 
Los corredores o intermediarios de seguros constituyen uno de los canales más comunes que se usan en el mercado de seguros para comercializar y distribuir productos de aseguramiento. Estos intermediarios suelen cumplir un rol dirigido a asesorar a las partes que intervienen en un contrato de seguros, gestionar pagos de indemnizaciones, recaudar de primas, entre otras actividades, a cambio de una remuneración. Esta contraprestación consiste en una comisión calculada como un porcentaje de la prima pagada por el asegurado, la cual, por disposición expresa del artículo 1341 debe ser pagada de forma directa por la compañía de seguros.

En ese contexto, es importante concluir que al ser aplicables las normas del derecho privado en la contratación estatal, dentro de los límites constitucionales y legales, para la celebración de los contratos como el contrato corretaje, el Código de Comercio en sus artículos 1340 a 1346, regula de manera general dicho negocio jurídico, definiendo la figura del corredor como “La persona que, por su especial conocimiento de los mercados, se ocupa como agente intermediario en la tarea de poner en relación a dos o más personas, con el fin de que celebren un negocio comercial, sin estar vinculado a las partes por relaciones de colaboración, dependencia, mandato o representación”. No obstante, en los artículos 1347 a 1353 establece una regulación especial para los corredores de seguros.

[…]

El Decreto Ley 663 de 1993 o Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, si bien no los define, se refiere a los intermediarios de seguros en los artículos 5 y 40, estableciendo que los corredores de seguros, agencias o agentes son quienes se encuentran autorizados para desarrollar dicha labor. Tales normas a su vez remiten a los artículos 1347 y siguientes del Código de Comercio, normas aplicables a los corredores de seguros, en las que se determina que solo podrán desempeñarse como tales “(…) las empresas constituidas o que se constituyan como sociedades comerciales, colectivas o de responsabilidad limitada, cuyo objeto social sea exclusivamente ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación a título de intermediarios entre el asegurado y el asegurador”.

[…]

Conforme a lo anterior, la jurisprudencia y la doctrina coinciden en que el contrato de corretaje o intermediación de seguros reviste una naturaleza jurídica propia y autónoma, regida por disposiciones del Código de Comercio y las normas que regulan la actividad aseguradora. De acuerdo con lo aquí explicado, el corredor de seguros celebra los contratos de intermediación con el tomador y con el asegurador, adquiriendo obligaciones que cumple, en el primer caso, de manera gratuita, y en el segundo, a cambio de una comisión aleatoria, pagadera en caso de concretarse la celebración de un contrato de seguro.

PLAZO DEL CONTRATO ‒ Exigibilidad de las obligaciones – Extinción de los derechos – Diferencias
El artículo 1551 del Código Civil define el “plazo” como la época para cumplir una obligación. El plazo puede ser i) expreso o ii) tácito. La doctrina define el “plazo” como un hecho futuro y cierto para el nacimiento o la extinción de un derecho, y elabora una clasificación de los plazos de la cual se destacan el plazo expreso y tácito, que complementa lo señalado en el Código Civil. Respecto del plazo expreso indica que es el señalado en términos explícitos, y el plazo tácito “[…] tiene lugar cuando no existe plazo expreso y la obligación no es susceptible de cumplirse inmediatamente […]”.
Particularmente, el plazo es una de las modalidades por las cuales las obligaciones dejan de ser puras y simples. De hecho, la regla general es que el nacimiento del derecho sea concomitante con su exigibilidad, lo que repercute en el cumplimiento inmediato de la prestación debida. Sin embargo, con las cláusulas relativas al plazo, las partes modulan cualquiera de estos dos (2) elementos haciendo que las obligaciones sean exigibles o que los derechos se extingan con el vencimiento de un período determinado en el contrato.    
CONTRATOS ESTATALES ‒ Plazo suspensivo – Plazo extintivo – Exigibilidad – Extinción de las obligaciones – Régimen de las obligaciones

[…] Ahora bien, usualmente los plazos en los contratos estatales son suspensivos, sin perjuicio de que del contenido del contrato se deriven plazos parciales u obligaciones que deben cumplirse en términos específicos. En todo caso, frente a cada contrato debe analizarse si se pactó un plazo suspensivo o extintivo, de conformidad con el régimen de las obligaciones establecido en el Código Civil, normas que se aplican a los contratos estatales, por la remisión realizada por el artículo 13 de la Ley 80 de 1993. Esto sucede tanto cuando se pactan entregas parciales como cuando la entidad recibe el objeto al finalizar el plazo pactado, porque la exigibilidad de las obligaciones está suspendida mientras cada uno de estos términos esté pendiente: la Administración solo podrá exigir el cumplimiento cuando venza el plazo pactado, pues solo a partir de ese momento las obligaciones son puras y simples. De hecho, la llegada o vencimiento del plazo suspensivo no extingue el contrato ni las obligaciones derivadas del vínculo jurídico, ya que, al contrario, lo que se requiere es precisamente su ejecución. Lo contrario equivale a afirmar que si las obligaciones no se cumplen oportunamente, la entidad pierde el derecho a obtener el pago de la prestación debida, cuando considera que pese a su extemporaneidad se requiere su ejecución efectiva. Esta conclusión no solo sería contraria al interés público como fin de la contratación estatal, sino que desconoce la normas sobre el pago de los artículos 1626 y siguientes del Código Civil, razón por la cual, sin perjuicio de la responsabilidad del contratista por el cumplimiento extemporáneo, la entidad puede recibir lo que ejecute el contratista después de vencido el plazo del contrato, lo que se extiende a la exigibilidad de lo que está pendiente por cumplir. Lo anterior, en la medida que “El contrato no podrá considerarse definitivamente concluido hasta tanto ambas obligaciones y derechos principales, la entrega y recepción –o puesta a disposición– de la obra o su producto […] no hayan sido cumplidos”. 	 
De esta manera se concluye que el plazo no siempre tiene efectos extintivos en todas las tipologías contractuales. En efecto, en la medida que suspenda la exigibilidad de las obligaciones, el “plazo” expreso es aquel estipulado en el contrato, en el cual las partes disponen un término específico para su cumplimiento. Esto significa que –antes del vencimiento– el contrato se encuentra en ejecución, y el contratista tiene ese tiempo para ejecutar las prestaciones a las cuales se comprometió en virtud de la suscripción del negocio jurídico.
CONTRATO DE CORRETAJE – Extensión automática – Prohibición
No es posible considerar que una cláusula que determina el plazo de un contrato estatal de corretaje conlleve una extensión automática hasta el vencimiento de las pólizas. Interpretar la cláusula como una extensión automática del plazo de ejecución choca con la prohibición de prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas, que la jurisprudencia y esta Agencia han considerado contrarias a la libertad de concurrencia y al principio de planeación en el marco de la contratación estatal. Adicionalmente, las normas que rigen la hermenéutica contractual señalan que, entre dos interpretaciones posibles, debe preferirse la que preserva la validez y los principios de la contratación pública (artículos 1620 y 1621 del Código Civil). 
En consecuencia, corresponde a la entidad determinar si, conforme a la voluntad real de las partes y la naturaleza del negocio jurídico, la estipulación puede entenderse como la subsistencia de obligaciones asociadas a las pólizas intermediadas que el contratista ejecuta dentro de la vigencia del contrato —de forma previa a la liquidación—, pues es posible que subsistan obligaciones ligadas a las pólizas sin que ello equivalga a que el plazo de ejecución siga corriendo. En caso de que, por el contrario, se trate de un supuesto en el que sea necesario modificar el plazo del contrato, la entidad deberá respetar los límites de orden temporal, formal, material y axiológico establecidos por la jurisprudencia. En todo caso, se reitera que excede la competencia de esta Agencia pronunciarse sobre la interpretación de la cláusula pactada en el contrato específico objeto de consulta, pues corresponde a las partes o a los jueces su valoración, de acuerdo con las reglas expuestas y atendiendo a las circunstancias particulares de cada negocio jurídico.
Asimismo, el vencimiento del plazo de ejecución no impide, en abstracto, que la entidad estructure y adelante un nuevo proceso de selección para satisfacer sus necesidades futuras de intermediación de seguros, pues la subsistencia de obligaciones asociadas a las pólizas ya intermediadas —hasta la liquidación del contrato— opera en un plano distinto del de la planeación de las contrataciones futuras. En esa medida, tampoco existe un impedimento jurídico general para que el nuevo intermediario asuma la asesoría e intermediación de las contrataciones futuras mientras el contratista anterior atiende, dentro de la vigencia de su contrato, las obligaciones asociadas a las pólizas que intermedió, siempre que la entidad delimite con precisión los objetos contractuales para evitar su superposición y observe los principios de planeación y selección objetiva.
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Bogotá D.C.
	
	
Concepto C-1239 de 2026
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	Radicación:              
	Respuesta a consulta con radicado No. 1_2026_08_05_010382



Estimado señor Sánchez: 
	
En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en el artículo 4 de la Resolución 1707 de 2018 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta del 05 de agosto de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente: 

“[…]La consulta surge en atención a que la Cláusula Séptima - Plazo de Ejecución del citado contrato establece: 
"CLÁUSULA SÉPTIMA. -PLAZO DE EJECUCIÓN: El plazo de ejecución del contrato de corretaje será hasta el 31 DE JULIO DE 2026, y en todo caso hasta la vigencia de las pólizas contratadas con la asesoría e intermediación del corredor de seguros, e iniciará previa aprobación de las garantías y la suscripción del acta de inicio." (Subraya propia) 
[…]
En ese contexto, para la Entidad es necesario contar con los elementos suficientes para decidir respecto a la interpretación del alcance de la cláusula transcrita, específicamente frente a la expresión “y en todo caso hasta la vigencia de las pólizas contratadas con la asesoría e intermediación del corredor de seguros”, particularmente en relación con la duración efectiva de las obligaciones del intermediario de seguros y la posibilidad de adelantar un nuevo proceso de selección para contratar un corredor de seguros que atienda las necesidades futuras de la Entidad. 
Como es de su conocimiento, la actividad de intermediación de seguros comprende no solo la estructuración y colocación de las pólizas, sino también la asesoría permanente, incluyendo el seguimiento a las coberturas contratadas, la atención de reclamaciones y siniestros, el acompañamiento ante las aseguradoras, la gestión de modificaciones contractuales y el apoyo técnico requerido para la adecuada protección de los bienes e intereses patrimoniales de la Entidad. 
Por lo anterior, respetuosamente solicito allegar concepto respecto de los siguientes aspectos: 
1. ¿Cómo debe interpretarse, la expresión contenida en la cláusula séptima según la cual el plazo de ejecución se extiende "en todo caso hasta la vigencia de las pólizas contratadas con la asesoría e intermediación del corredor de seguros"? 
2. ¿Dicha estipulación puede entenderse como una extensión automática del plazo de ejecución contractual hasta el vencimiento de las pólizas intermediadas por el corredor, o debe interpretarse únicamente como la subsistencia de determinadas obligaciones asociadas a tales pólizas, sin que ello implique la continuidad integral del contrato? 
3. En el escenario descrito, ¿resulta jurídicamente viable que la Entidad considere finalizado el plazo de ejecución contractual al 31 de julio de 2026 y adelante un nuevo proceso de selección para contratar servicios de intermediación de seguros? 
4. En caso de adelantarse un nuevo proceso de selección, ¿existiría algún impedimento para que el nuevo intermediario preste asesoría respecto de futuras contrataciones de seguros, mientras que el corredor anterior continúe atendiendo actuaciones relacionadas con pólizas cuya contratación hubiese intermediado, de considerarse procedente tal interpretación?”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 	
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta. 

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Cuáles son las reglas aplicables a la interpretación de los contratos estatales?; ii) ¿Cuál es la naturaleza jurídica del contrato de corretaje o intermediación de seguros, su régimen normativo y las obligaciones que de él se derivan?; iii) ¿Qué distinción existe entre el plazo de ejecución y la vigencia del contrato, y qué efectos produce el vencimiento del plazo suspensivo sobre la subsistencia y exigibilidad de las obligaciones de tracto sucesivo propias del corretaje?; y iv) ¿puede una cláusula que fija el plazo "hasta la vigencia de las pólizas" entenderse como extensión automática del contrato, o debe interpretarse como subsistencia de obligaciones ejecutables durante la vigencia contractual?
2. Respuesta:

	i. El Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública no establece reglas especiales para la interpretación de los contratos estatales. Por remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, las Entidades Estatales deberán interpretar los contratos que suscriban según las reglas establecidas en los artículos 1618 a 1624 del Código Civil, atendiendo además el artículo 28 de la Ley 80. 
Estas reglas comprenden criterios objetivos, que privilegian la voluntad externa o declarada de las partes, y criterios subjetivos, dirigidos a encontrar la verdadera intención de los contratantes. Al respecto, el Consejo de Estado ha resaltado que el criterio subjetivo prima sobre el objetivo, de modo que un adecuado ejercicio hermenéutico debe empezar siempre por determinar cuál era la verdadera intención de las partes (communis intentio) a la que alude el artículo 1618 del Código Civil, y solo en caso de que esa labor resulte infructuosa aplicarán subsidiariamente las pautas objetivas de interpretación previstas en los artículos 1619, 1620, 1621, 1623 y 1624. A ello se suma el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas al cual se refiere el artículo 228 de la Constitución Política.
La aplicación de estas reglas deberá tener en cuenta las circunstancias concretas de cada caso, de manera que la entidad pueda optar por la interpretación que más se adecúe a la finalidad que persigue el contrato; y en caso de que el desacuerdo sobre el sentido persista, corresponde a los jueces de lo contencioso administrativo interpretar su alcance. Por tanto, excede la competencia de esta Agencia pronunciarse sobre la interpretación de la cláusula pactada en el contrato específico objeto de consulta.
ii. El contrato de corretaje o intermediación de seguros reviste una naturaleza jurídica propia y autónoma, regida por disposiciones del Código de Comercio y las normas que regulan la actividad aseguradora. Su celebración se rige por los artículos 1340 a 1346 del Código de Comercio, que regulan de manera general la figura del corredor, y por los artículos 1347 a 1353, que establecen la regulación especial para los corredores de seguros, en concordancia con los artículos 5 y 40 del Decreto Ley 663 de 1993 (Estatuto Orgánico del Sistema Financiero). 
Conforme a esta normativa, el objeto social de los intermediarios de seguros está orientado exclusivamente a ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación a título de intermediarios entre el asegurado y el asegurador. El corredor celebra los contratos de intermediación con el tomador y con el asegurador, adquiriendo obligaciones que cumple, en el primer caso, de manera gratuita, y en el segundo, a cambio de una comisión aleatoria, pagadera en caso de concretarse la celebración de un contrato de seguro y a cargo de la compañía de seguros por disposición del artículo 1341.
Es un contrato autónomo que sobrevive, en muchas ocasiones, a la celebración del contrato de seguro, y tiene la característica de ser de tracto sucesivo, pues la labor de intermediación se extiende, por lo general, a la etapa de ejecución del contrato celebrado entre el asegurador y el tomador, y la intervención del corredor en la etapa posterior resulta importante para efectos de obtener su renovación. 
En la contratación estatal, esta relación debe concretarse a través de un contrato estatal con las formalidades de los artículos 39, 40 y 41 de la Ley 80 de 1993, sujeto al deber de selección objetiva y, por regla general, a la licitación pública prevista en el artículo 2.1 de la Ley 1150 de 2007. Actualmente no existe ninguna disposición normativa que obligue a las entidades a contratar intermediarios o corredores de seguros, por lo que la entidad definirá en cada caso, en la etapa de planeación, la necesidad de su celebración, así como el plazo de ejecución y su contenido obligacional.
iii. El artículo 1551 del Código Civil define el "plazo" como la época que se fija para el cumplimiento de la obligación. El plazo del contrato es el período requerido en este para que se cumpla su objeto, a cargo del contratista como deudor del bien, obra o servicio, y que la entidad recibe como acreedora. Esta noción de plazo de ejecución —el establecido para la realización de las prestaciones contractuales—, debe distinguirse del plazo de vigencia del contrato, el cual no finaliza mientras subsista la obligación para las partes de liquidar el contrato. 
De esta distinción se infiere que del vencimiento del plazo de ejecución no se sigue la extinción de las obligaciones, pues —siempre que el plazo sea suspensivo— es posible la recepción de pagos y prestaciones extemporáneas, ya que la vigencia del contrato solo cesa con la liquidación. El único plazo que elimina la fuerza obligatoria del contrato es el extintivo. En consecuencia, el plazo para el cumplimiento de las obligaciones de tracto sucesivo, como las que usualmente se pactan en un contrato de corretaje, es por naturaleza suspensivo, y su vencimiento no conlleva su extinción, sino que implica que la obligación se hace exigible en su totalidad a partir de ese instante. De esta manera, el vencimiento del plazo pactado en estos contratos no impide que la entidad reciba las tareas realizadas fuera de este término ni equivale a la imposibilidad de que el contratista realice prestaciones extemporáneas; mientras el contrato esté vigente, la entidad puede emplear los medios necesarios para exigir su cumplimiento.
iv. No es posible considerar que una cláusula que determina el plazo de un contrato estatal de corretaje conlleve una extensión automática hasta el vencimiento de las pólizas. Interpretar la cláusula como una extensión automática del plazo de ejecución choca con la prohibición de prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas, que la jurisprudencia y esta Agencia han considerado contrarias a la libertad de concurrencia y al principio de planeación en el marco de la contratación estatal. Adicionalmente, las normas que rigen la hermenéutica contractual señalan que, entre dos interpretaciones posibles, debe preferirse la que preserva la validez y los principios de la contratación pública (artículos 1620 y 1621 del Código Civil). 
En consecuencia, corresponde a la entidad determinar si, conforme a la voluntad real de las partes y la naturaleza del negocio jurídico, la estipulación puede entenderse como la subsistencia de obligaciones asociadas a las pólizas intermediadas que el contratista ejecuta dentro de la vigencia del contrato —de forma previa a la liquidación—, pues es posible que subsistan obligaciones ligadas a las pólizas sin que ello equivalga a que el plazo de ejecución siga corriendo. En caso de que, por el contrario, se trate de un supuesto en el que sea necesario modificar el plazo del contrato, la entidad deberá respetar los límites de orden temporal, formal, material y axiológico establecidos por la jurisprudencia. En todo caso, se reitera que excede la competencia de esta Agencia pronunciarse sobre la interpretación de la cláusula pactada en el contrato específico objeto de consulta, pues corresponde a las partes o a los jueces su valoración, de acuerdo con las reglas expuestas y atendiendo a las circunstancias particulares de cada negocio jurídico.
Asimismo, el vencimiento del plazo de ejecución no impide, en abstracto, que la entidad estructure y adelante un nuevo proceso de selección para satisfacer sus necesidades futuras de intermediación de seguros, pues la subsistencia de obligaciones asociadas a las pólizas ya intermediadas —hasta la liquidación del contrato— opera en un plano distinto del de la planeación de las contrataciones futuras. En esa medida, tampoco existe un impedimento jurídico general para que el nuevo intermediario asuma la asesoría e intermediación de las contrataciones futuras mientras el contratista anterior atiende, dentro de la vigencia de su contrato, las obligaciones asociadas a las pólizas que intermedió, siempre que la entidad delimite con precisión los objetos contractuales para evitar su superposición y observe los principios de planeación y selección objetiva.
Dentro de este marco, al tratarse de un análisis que debe realizarse frente a cada asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada Entidad Estatal establecerá la forma de adelantar su gestión contractual y determinará, bajo su propia responsabilidad, los aspectos objeto de consulta, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente definir, autorizar o validar esa decisión.



3. Razones de la respuesta:

i. El Estatuto General de la Contratación de la Administración Pública (EGCAP) no establece reglas para la interpretación de los contratos estatales. Por remisión de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, las Entidades Estatales deberán interpretar los contratos que suscriban según las reglas establecidas en los artículos 1618 a 1624 del Código Civil, atendiendo además el artículo 28 de la Ley 80. 
[bookmark: _Hlk96265254]Según los artículos 1618 a 1624 del Código Civil, las reglas de interpretación de los contratos pueden ser objetivas y subjetivas[footnoteRef:2]. Las reglas de interpretación subjetivas son las siguientes: i) una vez conocida la intención de los contratantes ha de estarse más a ella que a lo literal de las palabras (artículo 1618 del Código Civil); ii) las estipulaciones de un contrato pueden interpretarse por la de otro que las partes hayan celebrado sobre la misma materia o por la aplicación práctica que de ellas hayan hecho (artículo 1622, incisos 2 y 3 ibídem); y iii) las cláusulas deben interpretarse unas por otras, dándole a cada una el sentido que más convenga al contrato en su totalidad (artículo 1622, inciso 1 ibídem. En general, el criterio subjetivo de interpretación busca encontrar la verdadera intención de los contratantes. [2:  SANTOFIMIO GAMBÓA, Jaime Orlando. Compendio de Derecho Administrativo. Editorial Universidad Externado de Colombia. Págs. 672-673. Bogotá, 2017.] 

Por su parte, las reglas de interpretación objetivas señalan que: iv) si en un contrato se expresa un caso para explicar la obligación se entiende que esa mención no es restrictiva sino ejemplificativa (artículo 1623 ibídem);  v) se entiende que las expresiones generales contenidas en el negocio únicamente se aplican a la materia sobre la que se ha contratado (artículo 1619, inciso 2 ibídem); vi) el sentido en que una cláusula pueda producir algún efecto deberá preferirse a aquel en que no produzca efecto alguno (artículo 1620 ibídem); vii) deberá estarse a la interpretación que mejor cuadre con la naturaleza del contrato (artículo 1621 ibídem); viii) las cláusulas ambiguas se interpretan a favor del deudor (artículo 1624, inciso 1 ibídem); y ix) las cláusulas oscuras que hayan sido extendidas o dictadas por una parte se interpretarán contra ella si la ambigüedad proviene de una explicación que ésta ha debido dar (artículo 1624, inciso 2 ibídem). De esta forma, el criterio objetivo de interpretación busca privilegiar la voluntad externa o declarada de las partes del contrato.
El Consejo de Estado resaltó que las reglas en materia de interpretación contractual se resumen en las siguientes seis: (i) la especificidad, (ii) la interpretación efectiva, útil o conservatoria (iii) la interpretación naturalista o fundada en la naturaleza del contrato, y de la interpretación usual; (iv) la interpretación contextual, extensiva y auténtica; (v) la interpretación incluyente o explicativa y (vi) la interpretación de cláusulas ambiguas en favor del deudor y en contra del estipulante o predisponente. Adicionalmente, resaltó que existen dos principios rectores que rigen la interpretación: (i) la búsqueda de la común intención de las partes —communis intentio o voluntas spectanda— y (ii) la buena fe contractual. Finalmente, señala que la doctrina y jurisprudencia nacionales concuerdan en que existe jerarquía entre los criterios de interpretación de los contratos, en el sentido de que el subjetivo prima sobre el objetivo. En consecuencia, el principio de la búsqueda de la real voluntad de las partes es el punto de partida de la labor hermenéutica contractual, mientras que los demás principios y reglas son subsidiarios a este. Sobre este punto afirma que:

“[…] un adecuado ejercicio hermenéutico contractual deba empezar siempre por determinar cuál era la communis intentio a la que alude el artículo 1618 del Código Civil, y solo en caso de que esa labor resulte infructuosa es posible aplicar las pautas objetivas de interpretación que ya fueron reseñadas, como las previstas en los artículos 1619, 1620, 1621, 1623 y 1624 de esa misma codificación.
[…] Un juicioso ejercicio interpretativo supone auscultar en el negocio jurídico para establecer cuál era la común intención de los contratantes y, de ese modo, fijar su contenido y alcance”[footnoteRef:3]. [3:  CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 21 de junio de 2018, expediente n.° 13001-23-31-000-2003-01681-01 (40353), C.P. María Adriana Marín. 
] 


Igualmente, es importante traer a colación el principio constitucional de prevalencia del derecho sustancial sobre las formas. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que “[…] por disposición del artículo 228 Superior, las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su realización. Es decir, que las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no fines en sí mismas”[footnoteRef:4]. Ese fue el sentido que inspiró la Sentencia C-029 de 1995, mediante la cual la Corte Constitucional declaró exequible el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil, argumentando, además, que el artículo 228 de la Constitución reconoce que “prevalecerá el derecho sustancial”, con lo que también está reconociendo, según el tribunal constitucional, que el fin de los procedimientos es la realización de los derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo. [4:  CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-029 del 2 de febrero de 1995. M.P. Jorge Arango Mejía.] 

[bookmark: _Hlk96265891]La aplicación de estas reglas deberá tener en cuenta las circunstancias concretas de cada caso en particular, de manera que la entidad pueda optar por la interpretación que más se adecúe a la finalidad que persigue el contrato. De todos modos, en caso de que el desacuerdo sobre el sentido persista una vez aplicadas las pautas anteriores, corresponde a los jueces de lo contencioso administrativo interpretar su alcance. Por tanto, es necesario señalar que excede la competencia de esta Agencia pronunciarse sobre la interpretación de la cláusula pactada en el contrato específico objeto de consulta, pues corresponde a las partes o a los jueces su valoración, de acuerdo con las reglas anteriormente expuestas y atendiendo a las circunstancias de cada caso[footnoteRef:5]. [5:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Concepto C-030 de 2022.] 


ii. El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública – en adelante el EGCAP-, tiene por objeto[footnoteRef:6] establecer las reglas y principios que gobiernan los contratos de las entidades estatales definidas en su artículo 2. La necesidad de la contratación por parte de las Entidades del Estado se encausa en la satisfacción directa o indirecta del interés público o de las necesidades colectivas[footnoteRef:7].  [6:  Ley 80 de 1993. ARTICULO 1o. DEL OBJETO. La presente ley tiene por objeto disponer las reglas y principios que rigen los contratos de las entidades estatales. 
  ]  [7:  Ley 80 de 1993. ARTÍCULO 3o. DE LOS FINES DE LA CONTRATACIÓN ESTATAL. Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados que colaboran con ellas en la consecución de dichos fines.
<Aparte tachado derogado por el artículo 32 de la Ley 1150 de 2007> Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las entidades estatales que, además de la obtención de utilidades cuya protección garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función social que, como tal, implica obligaciones.
] 

El artículo 13 de la Ley 80 de 1993 determinó que “[L]os contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2 del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”. En el mismo sentido, al definir el contrato estatal, el artículo 32 del Estatuto señala que “[S]on contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad […]”.
De esta manera, la celebración de los contratos regidos por el EGCAP deberá cumplir las disposiciones del derecho privado que resulten aplicables, excepto en aquellas materias en que la propia ley o el Estatuto regule. De acuerdo con lo anterior, y tal y como lo ha definido la Sala de Consulta y Servicio Civil, “[E]n la actividad contractual del Estado es posible predicar, como se desprende de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, que el régimen jurídico de los contratos estatales no es unitario y puro, sino variable y mixto, apareciendo siempre mezclados en distintas proporciones el Derecho administrativo y el Derecho privado”[footnoteRef:8]. [8:  Cfr. GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón. Curso de Derecho Administrativo, Madrid, Editorial Civitas, 195, p. 675. En Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 13 de mayo de 2021. Radicado 11001-03-06-000-2020-00212-00 (2456). C.P: Álvaro Namén Vargas. ] 

En ese contexto, las normas del derecho privado son aplicables en la contratación estatal, dentro de los límites constitucionales y legales, por lo que la celebración de los contratos de corretaje se rige por lo dispuesto en los artículos 1340 a 1346 del Código de Comercio. Estos regulan de manera general dicho negocio jurídico, definiendo la figura del corredor como “La persona que, por su especial conocimiento de los mercados, se ocupa como agente intermediario en la tarea de poner en relación a dos o más personas, con el fin de que celebren un negocio comercial, sin estar vinculado a las partes por relaciones de colaboración, dependencia, mandato o representación”. Adicionalmente, los artículos 1347 a 1353 establecen una regulación especial para los corredores de seguros[footnoteRef:9]. [9:  Código de Comercio: “Artículo 1347. Corredores de seguros Son corredores de seguros las empresas constituidas o que se constituyan como sociedades comerciales, colectivas o de responsabilidad limitada, cuyo objeto social sea exclusivamente ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación a título de intermediarios entre el asegurado y el asegurador.
Artículo 1348. Control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria Las sociedades que se dediquen al corretaje de seguros estarán sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria y deberán tener un capital mínimo y una organización técnica y contable, con sujeción a las normas que dicte al efecto la misma Superintendencia.
Artículo 1349.Deber de inscribirse en la Superintendencia Bancaria La sociedad corredora de seguros deberá inscribirse en la Superintendencia Bancaria, organismo que la proveerá de un certificado que la acredite como corredor, con el cual podrá ejercer las actividades propias de su objeto social ante todos los aseguradores y el público en general”.] 

Los corredores o intermediarios de seguros constituyen uno de los canales más comunes que se usan en el mercado de seguros para comercializar y distribuir productos de aseguramiento. Estos intermediarios suelen cumplir un rol dirigido a asesorar a las partes que intervienen en un contrato de seguros, gestionar pagos de indemnizaciones, recaudar primas, entre otras actividades, a cambio de una remuneración. Esta contraprestación consiste en una comisión calculada como un porcentaje de la prima pagada por el asegurado, la cual, por disposición expresa del artículo 1341, debe ser pagada de forma directa por la compañía de seguros.
Sobre el rol que cumplen los intermediarios de seguros, la doctrina nacional ha señalado que son “eslabones entre “el tomador” y “asegurador”, dignos de la confianza de uno y otro, cuyo común denominador radica en su tarea profesional de aproximarlos a la celebración del contrato de seguro, a trueque –claro está– de una prestación económica a cargo del “asegurador” que, no sobra decirlo, hace parte de la prima”[footnoteRef:10]. [10:  OSSA G., J. Efrén, Teoría General del Seguro La Institución, Editorial Temis S.A., 1998, Bogotá, pp. 446.] 

Los artículos 5 y 40[footnoteRef:11] del Decreto Ley 663 de 1993 o Estatuto Orgánico del Sistema Financiero señala que los corredores de seguros, agencias o agentes son quienes se encuentran autorizados para desarrollar dicha labor de intermediación. Estas normas a su vez remiten a los artículos 1347 y siguientes del Código de Comercio, aplicables a los corredores de seguros, en las que se determina que solo podrán desempeñarse como tales “(…) las empresas constituidas o que se constituyan como sociedades comerciales, colectivas o de responsabilidad limitada, cuyo objeto social sea exclusivamente ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación a título de intermediarios entre el asegurado y el asegurador”. [11:  Decreto ley 663 de 1993: «Artículo 5.- ENTIDADES ASEGURADORAS E INTERMEDIARIOS.
1. Entidades aseguradoras. Son entidades aseguradoras las compañías y cooperativas de seguros y las de reaseguros.
2. Intermediarios de seguros. Son intermediarios de seguros los corredores, las agencias y los agentes, cuya función consiste en la realización de las actividades contempladas en el presente Estatuto.
3. Intermediarios de reaseguros. Son intermediarios de reaseguros los corredores de reaseguros
[…]
Artículo 40.- Sociedades corredoras de seguros 
1. Definición. De acuerdo con el artículo 1347 del Código de Comercio, son corredores de seguros las empresas constituidas o que se constituyan como sociedades comerciales, colectivas o de responsabilidad limitada, cuyo objeto social sea exclusivamente ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación a título de intermediarios entre el asegurado y el asegurador. 
2. Control y vigilancia. De acuerdo con el artículo 1348 del Código de Comercio, las sociedades que se dediquen al corretaje de seguros estarán sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Bancaria, y deberán tener un capital mínimo
y una organización técnica y contable, con sujeción a las normas que dicte al efecto la misma Superintendencia. 
3. Condiciones para el ejercicio. De acuerdo con el artículo 1351 del Código de Comercio, sólo podrán usar el título de corredores de seguros y ejercer esta profesión las sociedades debidamente inscritas en la Superintendencia Bancaria, que tengan vigente el certificado expedido por dicho organismo”.
] 

Conforme a esto, el objeto social de los intermediarios de seguros está orientado a la oferta, promoción y renovación de seguros; además, deben contar con personal especializado que permita brindar asesoría a los consumidores de seguros. Los intermediarios de seguros reducen la asimetría de información, en la medida en que las compañías de seguros no tienen información completa sobre el perfil de riesgo de los compradores, mientras que estos compradores en principio desconocen cuál es la mejor oferta disponible en el mercado, por lo que los intermediarios transmiten la información de una forma clara a cada una de las partes, lo que se traduce en la toma de mejores decisiones. En ese sentido, los intermediarios de seguros fungen como unos terceros en la celebración del contrato de seguros, de conformidad con el artículo 1039 del Código de Comercio[footnoteRef:12].  [12:  “Artículo 1039. SEGURO POR CUENTA DE UN TERCERO Y OBLIGACIONES DE LAS PARTES. El seguro puede ser contratado por cuenta de un tercero determinado o determinable. En tal caso, al tomador incumben las obligaciones y al tercero corresponde el derecho a la prestación asegurada. 
No obstante, al asegurado corresponden aquellas obligaciones que no puedan ser cumplidas más que por él mismo”.] 

Si bien no existe una definición legal de intermediario de seguro, la Corte Constitucional, en la sentencia C-479 de 1999, al estudiar distintas disposiciones del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, se refirió a esta figura y a la labor que desempeñan. Al respecto manifestó: 
“El artículo 1° del EOSF11, acogiendo un criterio orgánico, determina que el sistema financiero y asegurador se encuentra conformado entre otros, por los intermediarios de seguros y reaseguros. El artículo 40 ibídem, define que son intermediarios de seguros las sociedades corredoras de seguros, y los agentes y agencias de seguros. Estas tres últimas categorías se distinguen en que las primeras son empresas que se constituyen como sociedades comerciales, colectivas o de responsabilidad limitada cuyo objeto social exclusivo consiste en ofrecer seguros y promover la celebración y renovación del respectivo contrato, interviniendo a título de intermediario entre el asegurado y el asegurador, al paso que los agentes son personas naturales que llevan acabo la misma actividad, en relación con una o varias compañías de seguros. Las agencias, por su parte, tienen como facultad la de promover la celebración de contratos de seguros por si mismas o por medio de agentes colocadores. Así las cosas, los intermediarios de seguros, en cualquiera de sus modalidades, son entidades o personas que, sin expedir pólizas ni ser parte en el contrato de seguro, ponen en contacto a las compañías de seguros con los tomadores de las pólizas. Esta es, por esencia, la actividad a la que se dedican, aunque la intermediación de seguros no se reduzca a ella sino que se proyecte más allá de la simple colocación de pólizas, en una serie de operaciones complementarias de tipo técnico como pueden serlo, v.g., la inspección de riesgos o la intervención en salvamentos”[footnoteRef:13]. [13:   Corte Constitucional. Sentencia C-479 del 7 de julio de 1999. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.
] 


De otra parte, la Sección Tercera del Consejo de Estado también ha realizado consideraciones dirigidas a precisar el alcance del contrato de intermediación de seguros, distinguiéndolo del contrato de prestación de servicios. Al respecto ha manifestado:
“[E]s importante precisar que el objeto de la intermediación del corredor será el ofrecimiento de seguros, la promoción de su celebración y la obtención de la renovación de los mismos, y se entenderá cumplido siempre que éste último realice sus obligaciones a cabalidad, independientemente de que el respectivo contrato de seguro se celebre. En efecto, la circunstancia de que sólo cuando esto sucede tiene el corredor derecho a recibir la comisión, según lo dispuesto en el artículo 1341 del C. de Co., no puede dar lugar a obtener una conclusión diferente; el corredor de seguros celebra los contratos de intermediación con el tomador y con el asegurador, adquiriendo obligaciones que cumple, en el primer caso, de manera gratuita, y en el segundo, a cambio de una comisión aleatoria, esto es, condicionada a la celebración del contrato de seguro objeto de la intermediación.

Es evidente, por lo anterior, que el contrato de corretaje de seguros constituye un contrato autónomo, que, como bien lo dice el profesor Ossa, en el aparte transcrito anteriormente, sobrevive, en muchas ocasiones, a la celebración del contrato de seguro. Al respecto, es importante anotar que la labor de intermediación se extiende, por lo general, a la etapa de ejecución del contrato celebrado entre el asegurador y el tomador, en la cual pueden presentarse situaciones que requieran la realización de diversos trámites, especialmente cuando el riesgo se realiza o hay necesidad de efectuar ajustes al contrato de seguro. Finalmente, la intervención del corredor en la etapa posterior a la celebración de este último resulta muy importante para efectos de obtener su renovación, tarea que, como se ha visto, constituye uno de los objetivos específicos de la intermediación. Por esta misma razón, el autor citado no duda en afirmar que el corretaje de seguros constituye un contrato de tracto sucesivo, sin que el hecho de que dicho contrato comparta tal característica del contrato de seguro (artículo 1036 del Código de Comercio) permita considerar, ni por asomo, que el primero sea accesorio del segundo, como lo pretende el demandante (…)

[C]onsidera la Sala que los contratos de intermediación de seguros constituyen un tipo específico de contratos, cuyo objeto está claramente determinado y delimitado en las normas especiales que los regulan y, por lo tanto, no pueden confundirse con el de prestación de servicios profesionales a que se refiere la norma citada. Además, la incompatibilidad entre las dos figuras puede resultar evidente, si se tiene en cuenta que en los contratos de prestación de servicios, la remuneración se causa por la realización de las actividades que constituyen el servicio específico, mientras que en los contratos de intermediación de seguros, como se ha visto, el cumplimiento de las obligaciones del contratista no le garantiza la obtención de la comisión, que sólo recibirá si se celebra el contrato de seguro entre las partes. 

(…)

No cabe duda de que las obligaciones de los intermediarios de seguros se cumplen, en gran medida, mediante el desarrollo de labores de asesoría, especialmente en favor del tomador, quien requiere de una ilustración detallada en relación con los diferentes aspectos del seguro a contratar, muchos de ellos de carácter estrictamente técnico; sin embargo, es claro que dichas labores están íntimamente ligadas al cumplimiento del objeto principal y único de la intermediación, esto es, poner en relación a dos o más personas para que celebren el contrato de seguros o lo renueven. Por esta razón, la asesoría es considerada como una obligación complementaria o accesoria a la intermediación, y su prestación no implica el pago de una suma adicional, dado que se trata de una actividad dirigida a cumplir el objeto del contrato de corretaje o agencia, cuya remuneración, en forma de una comisión, es pagada por el asegurador”[footnoteRef:14]. [14:  Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia del 22 de marzo de 2001. Exp. No. 9840. C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.
] 


Por su parte, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia también se pronunció sobre el alcance del contrato de corretaje de seguros. Sobre el particular manifestó lo siguiente:

“El corredor, dicen las actas de la Comisión Revisora del Proyecto de Código de Comercio (1958), “toma la iniciativa del negocio y busca a los interesados a quienes proponérselo o insinuárselo, e, igualmente, relaciona a éstos con todas las personas que pueden servir a los fines del negocio en proyecto”. La labor del corredor se encamina a facilitar a las personas el acercamiento entre sí, la búsqueda, hallazgo y conclusión de los negocios, agregan las mismas actas. 

De manera que los corredores son aquellas personas que por virtud del conocimiento del mercado, y con él la idoneidad y el grado de calificación que éste otorga, tienen como rol profesional y funcional, amén de típico, la intermediación que se ha venido explicando, sin vinculación con ninguna de las partes del futuro contrato, ya por trabajo, ora por mandato o representación, puesto que son independientes, y los de seguros, constituidos como empresa con ese objeto social... 

(…) 

Por lo demás..., resulta importante anotar que en los tiempos de hoy se admite como labor apropiada, sin que tal circunstancia afecte la esencia de la institución, aquella que se sitúa en la fase precontractual de promoción del contrato de seguro, o en la ejecución y desarrollo del mismo, como ejercicio de una asesoría encuadrada dentro de un ámbito de conexidad o complementariedad del objeto social exclusivo de los corredores; descartándose, eso sí, en consideración a esa capacidad jurídica y al objeto social, gestiones de asesoramiento desligadas de la actividad fundamental y principal.

(…) En este orden de ideas, la Corte considera que sólo en la medida en que se verificara una actividad dirigida a ofrecer seguros, promover su celebración y obtener su renovación, que es la actividad intermediadora que establece el artículo 1347 del C. de Comercio, se estaría en presencia de un contrato de corretaje. Otras funciones, entre ellas la asesoría para la elaboración del pliego de licitación (sic), puede adicionar o complementar la actividad del corredor, pero per se y aisladamente consideradas, no pueden estructurar el contrato de corretaje. De modo que la asesoría así prestada... correspondería con independencia de su eficacia a un contrato de prestación de servicios o a otro de naturaleza similar, pero no a uno de corretaje, pues se repite como colofón, las labores propias del corredor como actividad subsiguiente a la asesoría para la elaboración del pliego de licitación, no se logran verificar, así sea cierto que el resultado de la convocatoria pública haya sido la celebración de diferentes contratos de seguro con varias compañías aseguradoras”[footnoteRef:15]. [15:  Corte Suprema De Justica. Sala de Casación Civil. Sentencia del 8 de agosto de 2000, Exp. No 5383, M.P. José Fernando Ramírez Gómez.] 


En sintonía con las posturas señaladas, desde un sector de la doctrina nacional se ha explicado que las actividades que comprenden de manera esencial el contrato de intermediación o corretaje de seguros son aquellas a concretar el acercamiento entre el comprador del seguro y la compañía aseguradora. En particular la doctrina señala que:
“[P]articipa de una estructura especial que permite distinguirlo como un contrato autónomo e independiente, como, por ejemplo, las específicas exigencias de idoneidad, profesionalismo y moralidad exigidas para su ejercicio, el régimen de remuneración, así como que la esencia de la intermediación se encuentra en el acercamiento entre las partes del futuro negocio y no propiamente en la asesoría que se presta luego del perfeccionamiento del contrato de seguros, la cual es un elemento adicional y complementario a la gestión de promoción y aproximación ética del negocio”[footnoteRef:16]. [16:  ARIZA VESGA, Rafael A. Reflexiones sobre la naturaleza jurídica del intermediario de seguros en Colombia, en Revista Ibero-Latinoamericana de Seguros, Vol 17, No 29, julio-diciembre de 2008, Pontificia Universidad Javeriana, pp. 95-126.] 


     	Conforme a lo anterior, la jurisprudencia y la doctrina coinciden en que el contrato de corretaje o intermediación de seguros reviste una naturaleza jurídica propia y autónoma, regida por disposiciones del Código de Comercio y las normas que regulan la actividad aseguradora. De acuerdo con lo explicado, el corredor de seguros celebra los contratos de intermediación con el tomador y con el asegurador, adquiriendo obligaciones que cumple, en el primer caso, de manera gratuita, y en el segundo, a cambio de una comisión aleatoria, pagadera en caso de concretarse la celebración de un contrato de seguro.
En la práctica negocial de las Entidades Estatales, es común la contratación de intermediarios de seguros, a quienes, por lo general, se acude en aras de contar con un tercero con un amplio conocimiento del mercado de seguros que le facilite tomar las mejores decisiones para satisfacer la demanda de aseguramiento de los bienes e intereses patrimoniales de las entidades, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 38, 57 y 62 de la Ley 1952 de 2019, el artículo 107 de la Ley 42 de 1993, el artículo 62 de la Ley 45 de 1990, la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, la Ley 1474 de 2011, el Decreto Ley 019 de 2012, entre otras disposiciones que obligan a las entidades a contar con diferentes tipos de amparos. Tal relación entre los intermediarios de seguros y las Entidades Estatales debe concretarse a través de un contrato estatal con las formalidades previstas en los artículos 39, 40 y 41 de la Ley 80 de 1993, así como en otras disposiciones del EGCAP. Igualmente, se encuentran sujetos al  cumplimiento del deber de selección objetiva, por lo que deben ser celebrados con los intermediarios que realicen los ofrecimientos más favorables a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés. Tal escogencia debe darse a través de un procedimiento en el que, atendiendo a unas especificaciones precisas, se elija a los diferentes intermediarios de seguros autorizados conforme a la ley que pudieran estar interesados en proveer a la Entidad Estatal. Al respecto, esta Agencia ha señalado que de las características y naturaleza jurídica del contrato de intermediación de seguros, en principio, no se colige que el mismo se encuadre en alguna de las causales de contratación en atención a las cuales operan los procedimientos de selección abreviada, concurso de méritos o contratación directa, por lo que necesariamente debe celebrarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 1150 de 2007, el cual establece que la escogencia del contratista se efectuará por regla general a través de licitación pública.
Sin perjuicio de lo anterior, es común que la contratación de la intermediación se haga en marco de contratos con objetos mixtos que tienden a incluir la formulación de planes de seguros en el marco de los cuales se concreta la demanda de aseguramiento de las entidades. Estos objetos tienden a incluir actividades como el manejo, seguimiento y administración de los referidos, las cuales son adicionales a la intermediación de los seguros en estricto sentido, en principio dirigida a satisfacer las necesidades de aseguramiento. A este tipo de contratistas se suele encargar incluso la elaboración de los Pliegos de Condiciones para la escogencia de las compañías de seguros, y en general, actividades de asesoría, cuestión que puede tener incidencia en la modalidad de selección aplicable, en caso de que el contrato a celebrarse cumpla con los elementos propios de una consultoría en los términos del artículo 32.2 de la Ley 80 de 1993.
Actualmente no existe ninguna disposición normativa que obligue a las entidades a contratar intermediarios o corredores de seguros. De esta manera, la entidad definirá en cada caso si resulta necesaria la celebración de un contrato de intermediación de seguros de acuerdo con la etapa de planeación, así como las condiciones para su ejecución, incluyendo el plazo de ejecución contractual y su contenido obligacional.

iii. La jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha precisado que el contrato de corretaje es autónomo y puede sobrevivir sin perjuicio de la no celebración del contrato de seguro, además, que el objeto de la intermediación del corredor es el ofrecimiento de seguros, la promoción de su celebración y la obtención de la renovación de los mismos. En efecto, esta Corporación ha señalado que:
 
“[E]l objeto de la intermediación del corredor será el ofrecimiento de seguros, la promoción de su celebración y la obtención de la renovación de los mismos, y se entenderá cumplido siempre que éste último realice sus obligaciones a cabalidad, independientemente de que el respectivo contrato de seguro se celebre.  En efecto, la circunstancia de que sólo cuando esto sucede tiene el corredor derecho a recibir la comisión, según lo dispuesto en el artículo 1341 del C. de Co.,  no puede dar lugar a obtener una conclusión diferente; el corredor de seguros celebra los contratos de intermediación con el tomador y con el asegurador, adquiriendo obligaciones que cumple, en el primer caso, de manera gratuita, y en el segundo, a cambio de una comisión aleatoria, esto es, condicionada a la celebración del contrato de seguro objeto de la intermediación”.

[bookmark: _Hlk174633953]A partir de lo anterior, se puede concluir que el contrato de corretaje de seguros, además de ser autónomo, tiene la característica de contrato de tracto sucesivo porque: “la labor de intermediación se extiende, por lo general, a la etapa de ejecución del contrato celebrado entre el asegurador y el tomador, en la cual pueden presentarse situaciones que requieran la realización de diversos trámites, especialmente cuando el riesgo se realiza o hay necesidad de efectuar ajustes al contrato de seguro. Finalmente, la intervención del corredor en la etapa posterior a la celebración de este último resulta muy importante para efectos de obtener su renovación, tarea que, como se ha visto, constituye uno de los objetivos específicos de la intermediación”[footnoteRef:17]. [17:  Ídem. ] 

Sobre la extinción del plazo en este tipo de contratos, es importante resaltar que el artículo 1551 del Código Civil define el “plazo” como la época para cumplir una obligación. El plazo puede ser i) expreso o ii) tácito[footnoteRef:18]. La doctrina define el “plazo” como un hecho futuro y cierto para el nacimiento o la extinción de un derecho, y elabora una clasificación de los plazos de la cual se destacan el plazo expreso y tácito, que complementa lo señalado en el Código Civil. Respecto del plazo expreso indica que es el señalado en términos explícitos, y el plazo tácito “[…] tiene lugar cuando no existe plazo expreso y la obligación no es susceptible de cumplirse inmediatamente […]”[footnoteRef:19].  [18:  Código Civil: “Articulo 1551. Definición de plazo. El plazo es la época que se fija para el cumplimiento de la obligación; puede ser expreso o tácito. Es tácito, el indispensable para cumplirlo.
“No podrá el juez, sino en casos especiales que las leyes designe, señalar plazo para el cumplimiento de una obligación; solo podrá interpretar el concebido en términos vagos u oscuros, sobre cuya inteligencia y aplicación discuerden las partes”.]  [19:  OSPINA FERNÁNDEZ, Guillermo. Régimen General de las Obligaciones. Editorial Temis S.A., reimpresión de la octava edición, Bogotá, 2008. p. 218 y 219.] 

Particularmente, el plazo es una de las modalidades por la cual las obligaciones dejan de ser puras y simples. De hecho, la regla general es que el nacimiento del derecho sea concomitante con su exigibilidad, lo que repercute en el cumplimiento inmediato de la prestación debida. Sin embargo, con las cláusulas relativas al plazo, usuales en los contratos estatales, las partes modulan cualquiera de estos dos (2) elementos haciendo que las obligaciones sean exigibles o que lo derechos se extingan con el vencimiento de un periodo determinado en el contrato. 
Esta precisión es relevante, pues es necesario tener en cuenta la diferencia entre los efectos de los plazos suspensivos y resolutorios. Los primeros tienen por objeto suspender la exigibilidad de las obligaciones, por lo que una vez vencido pasan a ser puras y simples de forma tal que el acreedor puede reclamar el cumplimiento inmediato de las prestaciones. En esta medida, “Cuando hay plazo suspensivo pendiente, el derecho respectivo ya ha nacido, tiene existencia real y útil. Lo que falta es solo la llegada del instante en que ese derecho puede ejercitarse, y consecuentemente, obligar al deudor”[footnoteRef:20]. En contraste, los plazos extintivos tienen por efecto extinguir los derechos y las obligaciones nacidas del contrato, por lo que estando pendiente el vencimiento, la exigibilidad de las prestaciones es inmediata y el acreedor puede solicitar su cumplimiento, pero una vez se agota el plazo, el contrato pierde sus efectos[footnoteRef:21]. Sobre el particular, el Consejo de Estado explica que: [20:  FUEYO LANERI, Fernando. Derecho civil: de las obligaciones. Tomo IV. Volumen I. Santiago de Chile: Roberts y Cía. Ltda., 1958. p. 152.]  [21:  La doctrina explica lo siguiente: “Cuando se da un plazo para que se extinga un derecho, es claro que la obligación nace pura y simple frente al acreedor, pero al llegar el plazo se le extingue su derecho, que es el que en verdad está modalizado. Así, si alguien se obliga a entregar en arrendamiento un animal hasta el día treinta de cierto mes, su obligación es pura y simple. La fecha estará determinando la extinción del derecho del arrendatario. Pero, igualmente, el plazo extintivo, correlativamente, extingue la obligación, que para el caso es la que contrajo el arrendador de entregar la cosa y permitir el goce por parte del arrendatario. Y así como se extingue el derecho el derecho al goce del arrendatario y la obligación del arrendador de concederlo, también se extingue la obligación de pagar y derecho del arrendador a cobrar. Tomo ello como consecuencia de la extinción del contrato (art. 2008-2), lo que indica que el plazo extintivo es también una causal de extinción de los contratos […]” (VELÁSQUEZ GOMÉZ, Hernán Darío. Estudio sobre las obligaciones. Bogotá: Temis, 2010. p. 137).    ] 

Algunas obligaciones se contraen para ser cumplidas durante un plazo o en un día cierto, son las denominadas por la doctrina como ex die o sub die y otras se contraen para producir efectos hasta una época o día que se fija, las cuales se denominan ad diem, por tal razón, el plazo puede concebirse en función de la exigibilidad del pago o cumplimiento, o de la extinción del vínculo jurídico, diferenciándose así de las obligaciones puras y simples, las cuales no están sujetas a ninguna modalidad para su exigibilidad, es decir, nacen y se hacen exigibles en el mismo instante.
[…]
El plazo ex die o sub die, que la doctrina ha denominado término suspensivo, primordial o inicial, tiene como finalidad suspender la exigibilidad de las obligaciones en el tiempo hasta el acaecimiento del momento dispuesto, por ende su incumplimiento durante el interregno comprendido entre el surgimiento del vínculo jurídico y hasta antes del vencimiento del plazo, no conlleva consecuencias jurídicas, es decir, hasta antes de la llegada del plazo el derecho no puede exigirse[footnoteRef:22]. [22:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 13 de febrero de 2015. Exp. 26.938 C.P. Olga Mélida Valle De De la Hoz (E).] 

[bookmark: _Hlk55584494]Ahora bien, usualmente los plazos en los contratos estatales son suspensivos, sin perjuicio de que del contenido del contrato se deriven plazos parciales u obligaciones que deben cumplirse en términos específicos. En todo caso, frente a cada contrato debe analizarse si se pactó un plazo suspensivo o extintivo, de conformidad con el régimen de las obligaciones establecido en el Código Civil, normas que se aplican a los contratos estatales, por la remisión realizada por el artículo 13 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:23]. Esto sucede tanto cuando se pactan entregas parciales como cuando la entidad recibe el objeto al finalizar el plazo pactado, porque la exigibilidad de las obligaciones está suspendida mientras cada uno de estos términos esté pendiente: la Administración solo podrá exigir el cumplimiento cuando venza el plazo pactado, pues solo a partir de ese momento las obligaciones son puras y simples. De hecho, la llegada o vencimiento del plazo suspensivo no extingue el contrato ni las obligaciones derivadas del vínculo jurídico, ya que, al contrario, lo que se requiere es precisamente su ejecución[footnoteRef:24]. Lo contrario equivale a afirmar que si las obligaciones no se cumplen oportunamente, la entidad pierde el derecho a obtener el pago de la prestación debida, cuando considera que pese a su extemporaneidad se requiere su ejecución efectiva. Esta conclusión no solo sería contraria al interés público como fin de la contratación estatal, sino que desconoce la normas sobre el pago de los artículos 1626 y siguientes del Código Civil, razón por la cual, sin perjuicio de la responsabilidad del contratista por el cumplimiento extemporáneo, la entidad puede recibir lo que ejecute el contratista después de vencido el plazo del contrato, lo que se extiende a la exigibilidad de lo que está pendiente por cumplir. Lo anterior, en la medida que “El contrato no podrá considerarse definitivamente concluido hasta tanto ambas obligaciones y derechos principales, la entrega y recepción –o puesta a disposición– de la obra o su producto […] no hayan sido cumplidos”[footnoteRef:25]. 	  [23:  Ley 80 de 1993: “Artículo 13. De la normatividad aplicable a los contratos estatales. Los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2o. del presente estatuto se regirán por las disposiciones comerciales y civiles pertinentes, salvo en las materias particularmente reguladas en esta ley”.
]  [24:  Al respecto, la doctrina explica que “El constructor se ha obligado a construir la obra, y no solo a poner los medios necesarios para ello, porque ha asumido una obligación de resultado. Su culminación es la entrega de la obra terminada o de lo que la obra produce, al comitente. En tanto acto material, la entrega es simultáneamente el medio por el por el que se da cumplimiento a la obligación principal del constructor y se satisface el derecho principal del comitente. La recepción es, consecuentemente, un derecho del constructor y una obligación del comitente, aunque sea obvio destacarlo” (PODETTI, Humberto. El contrato de construcción. Buenos Aires: Editorial Astrea, 2004. p. 435, cursivas fuera de texto).    ]  [25:  Ibidem., p. 435. ] 

De esta manera se concluye que el plazo no siempre tiene efectos extintivos en todas las tipologías contractuales. En efecto, en la medida que suspenda la exigibilidad de las obligaciones, el “plazo” expreso es aquel estipulado en el contrato, en el cual las partes disponen un término específico para su cumplimiento. Esto significa que –antes del vencimiento– el contrato se encuentra en ejecución, y el contratista tiene ese tiempo para ejecutar las prestaciones a las cuales se comprometió en virtud de la suscripción del negocio jurídico. En este “plazo” el contratista puede cumplir sus obligaciones anticipadamente[footnoteRef:26], pero el bien, obra o servicio solo le será exigible cuando venza el plazo. De acuerdo con la doctrina: [26:  Código Civil: Articulo 1552.] 


[…] Vencido el plazo, la obligación se hace exigible, es decir, se transforma en obligación pura y simple, de donde se colige: 1) el acreedor puede ejercer todas las acciones que le competen; 2) el término de la prescripción del crédito comienza a contarse (art. 2535); 3) la obligación puede entrar en compensación (art.1715, ord. 3); 4) y, por regla general, el deudor queda constituido en mora (art. 1608, ord 1)[footnoteRef:27]. [27:  OSPINA FERNÁNDEZ, Op. Cit., p. 220 y 221.] 


Es necesario aclarar que el plazo del contrato es el período requerido en este para que se cumpla su objeto, a cargo del contratista como deudor del bien, obra o servicio para satisfacer la necesidad de la entidad, y que esta última recibe como acreedora. Esta definición no cambia respecto del marco normativo citado, pues el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública no contiene normas especiales sobre el “plazo”, por lo que, en virtud de los artículos 13, 32 y 40 de la Ley 80 de 1993, es posible remitirse a las normas civiles y comerciales aplicables.
Esta explicación sobre el plazo del contrato, es posible compararla con la distinción entre el plazo de ejecución y el plazo de vigencia del contrato desarrollada jurisprudencialmente. Al respecto, la jurisprudencia ha definido el plazo de ejecución como el establecido para la realización de las prestaciones contractuales, y de igual forma, considera que mientras subsista la obligación para las partes de liquidar el contrato, el plazo de vigencia de este no ha finalizado[footnoteRef:28]. De esta idea se infiere que la noción de plazo del contrato analizada en los párrafos precedentes equivale al concepto jurisprudencial de plazo de ejecución, pues ambos aluden al tiempo dispuesto para que el contratista cumpla sus obligaciones. No obstante, del vencimiento del plazo del contrato o del plazo de ejecución no se infiere la extinción de las obligaciones, pues –siempre que sea suspensivo– es posible la recepción de pagos extemporáneos porque la vigencia del contrato solo cesa con la liquidación. A este punto se refiere el Consejo de Estado cuando explica que:  [28:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 29 de julio de 2015. Exp. 42.494. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.
] 

[…] si bien es cierto en la mayoría de los casos el plazo del contrato coincide con el de ejecución de la obra, con la entrega del suministro, con la prestación del servicio, también lo es, que este plazo no constituye propiamente hablando el periodo de ejecución del contrato porque al finalizar el plazo que se ha destinado para el cumplimiento de la obligación principal por parte del contratista las partes no quedan liberadas de pleno derecho mientras no se extingan todas las obligaciones adquiridas, lo cual se cumple necesariamente en la etapa de liquidación del contrato en la cual es donde la administración puede valorar el cumplimiento total de las obligaciones a cargo del contratista y es la que le pone término a la vinculación de las partes.
[…]
En este orden de ideas, debe precisarse que dentro de los plazos para la ejecución del contrato existe uno y con seguridad el de mayor importancia y es aquél que corresponde a la terminación definitiva de la obra, o a la entrega del último suministro o del estudio o diseño que se ha confiado, momento en el cual la administración podrá igualmente, como lo venía haciendo durante la ejecución del contrato, evaluar el cumplimiento del contratista para poderle recibir a satisfacción, puesto que es una exigencia del interés público que el colaborador privado cumpla sus prestaciones conforme al ritmo previsto en el programa y con sujeción a las especificaciones técnicas establecidas en el contrato. En el evento de que el contratista no haya cumplido cabalmente, vale decir, porque entrega la obra inconclusa o se presentan faltantes o se requiere de reparaciones, la administración podrá hacer valer sus poderes sancionatorios de acuerdo con la magnitud del incumplimiento[footnoteRef:29].  [29:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 13 de septiembre de 1999. Exp. 10.264. C.P. Ricardo Hoyos Duque.] 


	Lo anterior demuestra que, sin perjuicio de la responsabilidad contractual, el vencimiento del plazo de ejecución no impide que la entidad reciba las tareas realizadas fuera de este término ni equivale a la imposibilidad de que el contratista realice prestaciones extemporáneas. Lo anterior se fundamenta en que el principal modo de extinción de las obligaciones es el pago efectivo, el cual define el artículo 1626 del Código Civil como “la prestación de lo que se debe”. Este pago puede ser oportuno o extemporáneo. En este último caso, ni el contrato se extingue ni la entidad pierde la oportunidad para recibir el objeto contratado, pues al cumplimiento in natura se suma la responsabilidad contractual por “no haberse cumplido la obligación, o de haberse cumplido imperfectamente, o de haberse retardado el cumplimiento” –art. 1613 ibidem–. Para estos efectos el vencimiento del término produce la mora ex re, caso en el cual se exceptúa la obligación de reconvenir en la medida que el plazo interpela por sí mismo –art- 1608.1 ibidem–. Además, aunque la doctrina considera que la enumeración del artículo 1625 ibidem no es completa, el único plazo que elimina la fuerza obligatoria del contrato es el extintivo[footnoteRef:30]. Esto significa que ante el vencimiento de un plazo suspensivo –como se pacta usualmente en los contratos estatales– las obligaciones del contratista subsisten mientras no se extingan por el cumplimiento de la prestación adeudada.  [30:  OSPINA FERNÁNDEZ, Op. Cit., p. 312.
] 

Así las cosas, el plazo para el cumplimiento de las obligaciones de tracto sucesivo, como las que usualmente se pactan en un contrato de corretaje, es por naturaleza suspensivo, y su vencimiento no conlleva su extinción, pues tal como se desprende de las consideraciones de orden normativo, jurisprudencial y doctrinario, el vencimiento del plazo suspensivo, en realidad, implica que la obligación se hace exigible en su totalidad a partir de ese mismo instante. De esta manera, el vencimiento del plazo pactado en estos contratos estatales no impide que la entidad reciba las tareas realizadas fuera de este término ni equivale a la imposibilidad de que el contratista realice prestaciones extemporáneas. De hecho, mientras el contrato esté vigente la entidad puede emplear los medios necesarios para exigir su cumplimiento. 
iv. Aunque no existe un desarrollo legal amplio sobre las reglas o procedimientos aplicables a la modificación del contrato estatal, los aportes de la jurisprudencia y de la doctrina han permitido estructurar los límites y requisitos de orden temporal, formal, material y axiológico para que esto se lleve a cabalidad. Estos límites deben ser respetados por la entidad contratante para preservar los principios de origen legal, como el de planeación, selección objetiva, libre concurrencia, transparencia, igualdad, entre otros[footnoteRef:31]. [31:  CONSEJO DE ESTADO. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P.: Óscar Daría Amaya Navas. Concepto del 06 de junio 2018. Radicación número: 2369.
] 

Respecto de los límites de orden formal, debe señalarse por un lado, que es necesario que la modificación de los contratos estatales conste por escrito –dado el carácter solemne del contrato estatal y que sea suscrito por el jefe o representante legal o su delegado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11 y 12 de la Ley 80 de 1993–, así como el deber de la existencia de las disponibilidades presupuestales para el cumplimiento de las obligaciones. Y por otro lado, que la Entidad Estatal debe motivar y justificar la modificación del contrato. 
	Por su parte, los límites materiales corresponden a la prohibición de modificar las condiciones sustanciales del contrato, que se presentará en los casos en que se incluyan elementos que, “habiendo figurado en el procedimiento inicial, hubiera permitido la participación de otros interesados aparte de los inicialmente admitidos, o seleccionar una oferta distinta de la inicialmente seleccionada”[footnoteRef:32]. [32:  Ibidem. 
] 

Los límites axiológicos, los cuales se fundan en la necesidad de preservar los principios de igualdad, transparencia, libertad de concurrencia, selección objetiva y planeación. Lo anterior, con la finalidad de realizar la escogencia diligente de la mejor oferta, para beneficiar los intereses y fines públicos inmersos en la contratación de las entidades estatales. A modo de ejemplo, la concepción de mayores cantidades de obra, como expresión del contrato original sin valor determinado, aunque determinable, no puede dar lugar a una ampliación ilimitada de estos contratos, pues no se encuentran exentos de la aplicación de los principios de la contratación estatal. 
Finalmente, dentro de los límites de orden temporal, están comprendidos: i) la vigencia del contrato, pues no podría modificarse un contrato cuyo plazo ha culminado y; ii) la prohibición de consagrar prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas, en tanto resultan contrarias al derecho esencial de la libertad de competencia. En ese sentido, y para efectos de claridad, la jurisprudencia del Consejo de Estado[footnoteRef:33] ha definido el plazo de ejecución del contrato como el establecido para la realización de las prestaciones contractuales, y de igual forma, considera que mientras subsista la obligación para las partes de liquidar el contrato, el plazo de vigencia de este no ha finalizado.  [33:  CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Sentencia del 29 de julio de 2015. Exp. 42.494. C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.
] 

En efecto, como se mencionó antes, el plazo de ejecución es el que establezcan las partes para la realización de las prestaciones contractuales, y la vigencia del contrato se puede prolongar hasta el momento de su liquidación, de modo que mientras subsista la obligación para las partes de liquidar el contrato, el plazo de vigencia de este no ha finalizado. Frente a este aspecto el límite temporal para realizar las modificaciones implica que no es posible modificar contrato cuyo plazo de vigencia ha finalizado. 
Por otra parte, la jurisprudencia prohíbe que en un contrato estatal las partes incluyan prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas. De este modo, las prórrogas automáticas son improcedentes en los contratos estatales. En este sentido no es posible que las Entidades Estatales pacten prórrogas automáticas que obliguen a su concesión e impidan a la Administración evaluar en cada caso su conveniencia y oportunidad; esta práctica contraría los principios de la contratación pública al no permitir que los ciudadanos participen en igualdad de condiciones. 

v. La distinción entre el plazo pactado y la vigencia del contrato, así como la prohibición de prórrogas automáticas suponen límites importantes para el supuesto objeto de consulta. En primer lugar, no es posible considerar que una cláusula que determina el plazo del contrato estatal de corretaje conlleve a una extensión automática hasta el vencimiento de las pólizas. Interpretar la cláusula como una extensión automática del plazo de ejecución choca con la prohibición de prórrogas automáticas, sucesivas o indefinidas, que la jurisprudencia y esta Agencia han considerado contrarias a la libertad de concurrencia y al principio de planeación en el marco de la contratación estatal. Frente a este punto, se resalta que las normas que rigen la hermenéutica contractual señalan que entre dos interpretaciones posibles, debe preferirse la que preserva la validez y los principios de la contratación pública(arts. 1620 y 1621 C.C.). 
A lo anterior se agrega que el plazo, como modalidad de la obligación, es por naturaleza un hecho futuro y cierto, cuya función es fijar con certeza el término de ejecución de las prestaciones, por lo que debe ser determinado o determinable al momento de la celebración del contrato. Interpretar que el plazo de ejecución se prolonga automáticamente hasta la vigencia de las pólizas lo sujetaría a un término de duración indeterminada —susceptible incluso de prórroga o renovación de aquellas—, con lo que perdería la certeza que le es consustancial y quedaría convertido, en la práctica, en un plazo indefinido. Por esta razón, entre la interpretación que ata el plazo de ejecución a un evento indeterminado y la que entiende que lo que subsiste son obligaciones puntuales ejecutables dentro de la vigencia del contrato, debe preferirse esta última, que preserva la certeza del plazo, la validez de la estipulación y los principios de planeación y libre concurrencia.
En segundo lugar, corresponde a la entidad determinar si de acuerdo con el contrato y el negocio jurídico, el supuesto objeto de consulta puede entenderse como la subsistencia de obligaciones asociadas a las pólizas intermediadas que el contratista ejecuta dentro de la vigencia del contrato, y no como prórroga integral automática. Sobre este punto, la entidad deberá tener en cuenta las consideraciones antes presentadas sobre la distinción entre el plazo de ejecución pactado y la vigencia del contrato, pues es posible que subsistan obligaciones ligadas a las pólizas que deba ejecutar el contratista durante la vigencia del contrato, sin que ello equivalga a que el plazo de ejecución siga corriendo. Por tanto, la  entidad debe evaluar si, conforme a la voluntad real de las partes y la naturaleza del negocio jurídico, la estipulación consiste en la ejecución de obligaciones asociadas a las pólizas intermediadas de forma previa a la liquidación y durante la ejecución de la vigencia contractual, o si, por el contrario, se trata de un supuesto en el que es necesario modificar el plazo del contrato estatal. En este último supuesto, la entidad deberá respetar los límites establecidos por la jurisprudencia a los cuales se hizo referencia anteriormente. 
En tercer lugar, de lo expuesto se sigue que el vencimiento del plazo de ejecución no constituye, por sí mismo, un obstáculo para que la entidad estructure y adelante un nuevo proceso de selección orientado a satisfacer sus necesidades futuras de intermediación de seguros. La subsistencia de las obligaciones asociadas a las pólizas ya intermediadas —que se prolonga, cuando así corresponda, hasta la liquidación del contrato— opera en un plano distinto del de la planeación de las contrataciones futuras, de modo que la existencia de aquellas no enerva la potestad, ni el deber, de la entidad de programar oportunamente la satisfacción de la demanda de aseguramiento que sobrevenga. En consecuencia, en abstracto, nada impide que, agotado el plazo de ejecución, la entidad dé inicio a un nuevo procedimiento de selección para contratar la intermediación que requiera hacia el futuro, con observancia del principio de planeación (artículos 25, numerales 6, 7 y 12, de la Ley 80 de 1993, y 2.2.1.1.2.1.1 del Decreto 1082 de 2015) y de la modalidad de selección que corresponda según la naturaleza del contrato, que por regla general es la licitación pública. Corresponderá a la entidad, bajo su responsabilidad y a la luz de las circunstancias del caso, determinar el momento en que ello resulte procedente.
En cuarto lugar, tampoco se advierte un impedimento jurídico de carácter general para que, adelantado un nuevo proceso de selección, el nuevo intermediario asuma la asesoría y la intermediación de las contrataciones de seguros futuras, mientras subsisten, dentro de la vigencia del contrato anterior y hasta su liquidación, las obligaciones del corredor precedente asociadas a las pólizas que este intermedió. Ello es coherente con la naturaleza autónoma y de tracto sucesivo del corretaje de seguros, en el que la labor del corredor se proyecta a la etapa de ejecución de las pólizas colocadas, y con el régimen de remuneración, en el que la comisión es pagada por el asegurador y no por la entidad, de manera que la subsistencia de esas obligaciones no comporta, por sí misma, una erogación adicional de recursos públicos. La entidad deberá, en todo caso, delimitar con precisión los objetos contractuales para evitar su superposición, de modo que el objeto del nuevo contrato recaiga sobre las necesidades futuras de aseguramiento y no sobre las pólizas cuya gestión permanezca a cargo del contratista anterior, y observar los principios de planeación, transparencia y selección objetiva. Con esas cautelas, la coexistencia temporal de la ejecución residual del contrato anterior y del nuevo contrato de intermediación no resulta, en abstracto, contraria al ordenamiento.
En cualquier caso, se reitera que excede la competencia de esta Agencia pronunciarse sobre la interpretación de la cláusula pactada en el contrato específico que es objeto de consulta, pues corresponde a las partes o a los jueces su valoración, de acuerdo con las reglas anteriormente expuestas y atendiendo a las circunstancias particulares de cada negocio jurídico[footnoteRef:34]. [34:  Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente. Concepto C-030 de 2022.] 

Dentro de este marco, al tratarse de un análisis que debe realizarse frente a cada asunto particular y concreto, esta Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del Sistema de Compras y Contratación Pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada Entidad Estatal establecerá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente definir, autorizar o validar esa decisión.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes:

	· Constitución Política de Colombia, artículo 228.
· Código Civil, artículos 1039, 1551, 1552, 1608, 1613, 1618, 1619, 1620, 1621, 1622, 1623, 1624, 1625 y 1626.
· Código de Comercio, artículos 1036, 1039, 1340 a 1346, 1341, 1347, 1348, 1349, 1351 y 1353.
· Ley 45 de 1990, artículo 62.
· Ley 42 de 1993, artículo 107.
· Ley 80 de 1993, artículos 1, 3, 11, 12, 13, 28, 32, 39, 40, 41 y 60.
· Decreto Ley 663 de 1993 (Estatuto Orgánico del Sistema Financiero), artículos 5 y 40.
· Ley 1150 de 2007, artículo 2, numeral 1.
· Ley 1474 de 2011.
· Decreto Ley 019 de 2012.
· Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.3.1.
· Ley 1437 de 2011 (CPACA), artículo 28.
· Ley 1952 de 2019, artículos 38, 57 y 62.
· Corte Constitucional, Sentencia C-029 de 1995, M.P. Jorge Arango Mejía.
· Corte Constitucional, Sentencia C-479 del 7 de julio de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.
· Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Sentencia del 8 de agosto de 2000, Exp. No. 5383, M.P. José Fernando Ramírez Gómez.
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 13 de septiembre de 1999, Exp. No. 10.264, C.P. Ricardo Hoyos Duque.
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 22 de marzo de 2001, Exp. No. 9840, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, Sentencia del 13 de febrero de 2015, Exp. No. 26.938, C.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz (E).
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 29 de julio de 2015, Exp. No. 42.494, C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa.
· Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 21 de junio de 2018, Exp. No. 13001-23-31-000-2003-01681-01 (40353), C.P. María Adriana Marín.
· Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 6 de junio de 2018, Radicación No. 2369, C.P. Óscar Darío Amaya Navas.
· Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Concepto del 13 de mayo de 2021, Radicación No. 11001-03-06-000-2020-00212-00 (2456), C.P. Álvaro Namén Vargas.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente se ha pronunciado sobre los contratos de corretaje en los conceptos con radicado C-030 de 2022, C– 018 del 02 de mayo de 2024, C- 199 del 16 de agosto de 2024, C-837 del 28 de julio de 2025 y C-444 del 18 de mayo de 2026, entre otros. Sobre el plazo del contrato se pronunció en los conceptos C–276 del 14 de julio 2023 y C-834 del 04 de agosto de 2025. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual se puede acceder a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.   

Las garantías no son un requisito formal: son el instrumento con el que se protege el patrimonio público frente a los riesgos del contrato. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente–  invita a consultar la nueva versión de la Guía para la Exigencia y Constitución de Garantías en los Procesos de Contratación, dirigida a las entidades sometidas al EGCAP y a las de regímenes exceptuados, así como a proveedores y órganos de control. Encontrará orientaciones sobre las clases de garantías admisibles, la correspondencia entre riesgos asignados y amparos exigidos, su suficiencia y vigencia, y el procedimiento para hacerlas efectivas. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-de-garantias-en-procesos-de-contratacion 
De otro lado, le contamos que el Decreto 287 del 19 de marzo de 2026 sustituyó los artículos 2.2.1.2.4.2.6., 2.2.1.2.4.2.7. y 2.2.1.2.4.2.8. del Decreto 1082 de 2015 y estructuró el Sistema Integral de Preferencias en favor de las personas con discapacidad, en cumplimiento del artículo 13 de la Ley Estatutaria 1618 de 2013. Para orientar su aplicación, esta Agencia expidió la Circular Externa 003 del 12 de mayo de 2026, en la que precisa quiénes son los beneficiarios, las cinco medidas que integran el sistema y su obligatoriedad según la modalidad de selección, y el régimen de transición aplicable a los procesos en curso. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-003-de-2026 
Recuerde también que la información sobre sanciones e inhabilidades solo cumple su función preventiva si llega oportunamente a los registros públicos. Sobre este deber, esta Agencia expidió la Circular Externa 002 del 5 de mayo de 2026, dirigida a todas las entidades del Estado sin distinción de su régimen contractual, en la que reitera la obligatoriedad de reportar caducidades, multas, sanciones, declaratorias de incumplimiento e inhabilidades ante las Cámaras de Comercio, la Procuraduría General de la Nación y el SECOP, e indica los responsables, los portales dispuestos para el efecto y las consecuencias disciplinarias de omitir este deber. Consúltela aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/circular/circular-externa-002-de-2026
Finalmente, si quiere seguir de cerca la actividad de la Agencia, la tercera edición de 2026 del Radar de la Compra Pública reúne, entre otros contenidos, la Circular Externa 003 de 2026, el Decreto 552 de 2026, un estudio sobre inteligencia artificial en la compra pública, los avances de la Relatoría, análisis jurisprudencial, conceptos jurídicos destacados y la oferta de la Escuela Virtual ANCP-CCE. Descárguelo aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/boletin/boletin-edicion-n-3-de-2026-radar-de-la-compra-publica
Por último, le invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente, 
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